
 

ELE 2248/25 

ALIANZA "FRENTE JUSTICIALISTA" - ELECCIONES GENERALES 11/05/25 

 

AUTO INTERLOCUTORIO N° 04-TEP-2025 

 

San Luis, nueve de abril de dos mil veinticinco 

 

Voto del DR. JORGE ALBERTO LEVINGSTON 

AUTOS y VISTOS: Para resolver lo que corresponda en 

autos caratulados: ALIANZA "FRENTE JUSTICIALISTA" - ELECCIONES 

GENERALES 11/05/25 - ELE 2248/25; y, 

CONSIDERANDO: 1) Que en fecha 27/03/2025 se 

presentaron los apoderados del Frente Electoral “AHORA SAN LUIS”, e 

interpusieron recurso de apelación en contra del punto III) de la parte dispositiva 

de la sentencia interlocutoria dictada por el Juzgado Electoral en fecha 

25/03/2025, en cuanto resolvió “APROBAR el logotipo, escudo, emblema, 

distintivo y color que el Frente (Justicialista) ha comunicado”. 

En concreto, les agravia que el cuestionado punto III) del 

interlocutorio en crisis haya aprobado un logotipo, escudo, emblema o distintivo 

que contiene la “imagen o caricatura” de una persona viva, el ex Gobernador, Dr. 

Alberto José Rodríguez Saá, sin que éste se encuentre entre los candidatos, lo 

que –afirman- no está permitido por la ley electoral y además contribuye a la 

confusión del electorado. 

2) Corrido el traslado de ley, compareció a contestar la Alianza 

“Frente Justicialista” en fecha 30/03/2025 quien, por los argumentos que expuso, 

solicitó se rechace la apelación planteada y se confirme el resolutorio en todas sus 

partes. 

3) Que en fecha 01/04/2025 tomó intervención el Procurador 

General interino. 



4) Que de los términos de la presentación surge que el recurso 

articulado es el previsto en la última parte del artículo 18 de la Ley XI-1149-2024, 

por cuanto los recurrentes expresan “venimos en legal tiempo y forma y en los 

términos del último párrafo del art.18 de la Ley Nº XI-1149-2024 a INTERPONER 

RECURSO DE APELACIÓN”. 

De la lectura de la norma en cuestión, si bien es cierto que para 

designar el recurso que cabe ante la resolución que aprueba tanto la calidad de 

los candidatos como la sigla, monograma, logotipo, símbolo, etc., de identificación 

de las agrupaciones políticas, se utiliza el adjetivo “apelable” –lo que estrictamente 

en el ámbito jurídico implica la revisión por una instancia judicial superior a la que 

dictó el acto que se recurre-; de la lectura integral del párrafo se advierte, de un 

lado, que el adjetivo constituye una equivocidad –o ambigüedad- normativa, 

consecuencia de una deficiente técnica legislativa en la redacción de la norma; y 

de otro, que no cabe duda que la vía recursiva que el artículo faculta es la de 

“revocatoria” o “reposición” ante el mismo juez que dictó la resolución, pues es 

clara la disposición en cuanto dice que el recurso deberá interponerse “…dentro 

de las CUARENTA Y OCHO (48) horas ante el Juez Electoral Provincial, el que 

resolverá en el plazo de TRES (3) días por decisión fundada”.  

Esta inteligencia se compadece con la naturaleza del recurso 

de apelación ante un órgano judicial superior, y con los poderes y límites de éste, 

que exige que la materia propuesta en apelación haya sido antes sometida al 

conocimiento de la instancia judicial inferior. “El principio” que delimita las 

facultades de los tribunales de apelaciones suele expresarse así: “El tribunal no 

podrá fallar sobre capítulos no propuestos a la decisión del juez de primera 

instancia”, en cuya observancia se asegura al mismo tiempo la garantía “legal” de 

la “doble instancia”. 

En consecuencia, corresponde bajar las actuaciones al Juzgado 

Electoral para que se dé cumplimiento a lo establecido en la última parte del 

artículo 18 de la Ley XI-1149-2024. 

5) Habiendo intercambiado opiniones con el distinguido colega, 

Dr. Horacio Guillermo Zavala Rodríguez, sobre la resolución del presente caso, 



me anticipó deferentemente que asumiría una posición distinta a la que creo 

correcta y que con concisión espero haber dejado sentada en el considerando 

precedente. 

No puedo compartir la solución que propicia el Dr. Zavala 

Rodríguez, consistente en declarar la inconstitucionalidad de la frase del artículo 

18 de la Ley XI-1149-2024 de la que se sigue –a mi criterio sin lugar a dudas- que 

el recurso debe ser resuelto por el Juez Electoral, porque tal temperamento 

constituye una medida extrema, a la que no es necesario acudir, cuando cabe 

hacer una interpretación e integración armoniosa del texto ambiguo. 

En ese sentido –sin desconocer las facultades de control de 

constitucionalidad difuso del sistema judicial argentino, y en particular sin 

desmedro de la facultad constitucional que en esa línea consagra el artículo 210 

de la Constitución Provincial, que impone a los jueces el deber de verificar, aun de 

oficio, la constitucionalidad de las normas-, se impone recordar que como 

reiteradamente ha dicho la Corte Suprema de Justicia de la Nación, la declaración 

de inconstitucionalidad de una norma es “la más delicada de las funciones que 

pueden encomendarse a un tribunal de justicia por constituir un acto de suma 

gravedad que debe considerarse como ultima ratio del orden jurídico” (Fallos: 

344:3209, 344:3458 y sus citas, entre muchos otros). Frigorífico de Aves Soychu 

S.A.I.C.F.I.A c/ Mendoza, Provincia de s/ acción declarativa de 

inconstitucionalidad, 22/06/2023. 

“La invalidez de una norma es siempre la última ratio de la 

interpretación, a la que solo debe acudirse cuando no exista alternativa de 

mantenerla dentro del sistema normativo pues siempre debe estarse a favor de la 

validez de las normas (Fallos: 14:425; 147:286 y 335:2333, entre otros), Fallos: 

340:1795 y “sólo será procedente cuando no exista la posibilidad de una 

solución adecuada del juicio por otras razones que las constitucionales 

comprendidas en la causa”. Fallos: 324:3219, y 346:921. 

La declaración de inconstitucionalidad de una disposición legal 

“es un acto de suma gravedad institucional que sólo debe ejercerse cuando la 

repugnancia con la cláusula constitucional es manifiesta y la 



incompatibilidad es inconciliable (art. Fallos: 322:842 y 919)” Dictamen del 

Procurador General, al que remitió la CSJN en Biosystems S.A. c/ EN – M° Salud 

– Hospital Posadas s/ contrato administrativo, 11/02/2014. 

En el caso, pondero que basta una interpretación armónica del 

texto, para desentrañar su verdadero sentido y alcance. Además, no advierto que 

la señalada falencia en la técnica legislativa revista la envergadura que se requiere 

para considerar que su existencia en el orden jurídico, dentro del caso concreto, 

repugne a alguna cláusula constitucional. 

El equívoco de denominar “apelable” al recurso que debe 

dirigirse ante el Juez Electoral que dictó la resolución sobre la calidad de los 

candidatos y los distintivos de identificación de los espacios políticos, puede 

interpretarse armoniosamente atribuyéndole el significado que en el idioma 

español se le da en el lenguaje usual, común, lego no técnico, como sinónimo de 

“recurrible”. 

Así el Diccionario de La Lengua Española, que publica la Real 

Academia Española indica como primera acepción que la voz “apelar”, que 

proviene del latín appellāre 'llamar', significa: Recurrir a alguien o algo en cuya 

autoridad, criterio o predisposición se confía para dirimir, resolver o favorecer una 

cuestión. Y apunta los siguientes sinónimos del término: recurrir, alzarse, 

demandar, interponer, solicitar, suplicar. 

Con la solución propuesta se evita la aplicación de una medida 

extrema como la declaración de inconstitucionalidad, que de suyo exige el 

cercenamiento de algún derecho protegido constitucionalmente, circunstancia que 

en el presente caso no se produce, porque –allende la confusión e incertidumbre 

de la desafortunada redacción de la norma- el derecho al recurso y la defensa en 

juicio, están asegurados y permanecen a salvo, porque el interés del recurrente 

podrá tener una doble vía de satisfacción, la de la reposición ante el Juez Electoral 

y la de una eventual apelación ante el Tribunal Electoral. 

Además, como también sostiene la CSJN, la proporcionalidad, 

como aspecto esencial del principio de razonabilidad, es un imperativo de toda la 

actividad del Estado, incluida la judicial; en cuyo caso “las decisiones judiciales 



deben valorar en forma equilibrada los hechos del caso, así como las normas y 

principios jurídicos en juego, y resolver las tensiones entre ellos mediante 

una ponderación adecuada que logre obtener una realización lo más completa 

posible de las reglas y principios fundamentales del derecho en el grado y 

jerarquía en que estos son valorados por el ordenamiento jurídico”. Fallos: 

333:1023, Thomas, Enrique c/ E.N.A. s/ amparo, 15/06/2023. 

Por ello, oído el Procurador General interino, SE RESUELVE: 

BAJAR las actuaciones al Juzgado Electoral, para que se resuelva el recurso 

presentado en fecha 27/03/2025, contestado el 30/03/2025, de conformidad con lo 

establecido en el artículo 18 de la Ley XI-1149-2024.- 

 

Disidencia del DR. HORACIO GUILLERMO ZAVALA 

RODRÍGUEZ 

Con el debido respeto funcional e intelectual que deparo a mi 

colega preopinante, considero que debo apartarme de la solución que propone en 

su voto y por tanto disiento con el mismo en los siguientes términos, a saber: 

En primer lugar y principio de economía procesal mediante, 

hago mío la taxativa y detallada relación de la causa y los planteos formulados por 

las partes traídas a estudio y que prolijamente formula el Dr. Jorge Levingston. 

En tal sentido no queda duda al suscripto que este Tribunal 

debe expedirse sobre dos cuestiones a saber: 1º) La correcta concesión del 

recurso de apelación y las facultades jurisdiccionales de este cuerpo para su 

trámite en esta instancia o en la de grado y 2º) En su caso el estudio y resolución 

del recurso de apelación deducido. 

Aclarado lo precedente y teniendo por reproducidos los 

agravios del recurrente como la correspondiente contestación del Frente 

Justicialista, me adentro al tratamiento de la cuestión sin antes aclarar, que lo 

hago aplicando estrictamente la obligación que me impone el art. 210 segunda 

parte de la Constitución Provincial, es decir el Juez –por caso el suscripto- aplica 

el derecho con prescindencia o en contra de la opinión jurídica de las partes. 



Cuestión de suma importancia, dado que, tal y como lo adelanto me aparto de la 

solución que propone el Sr. Presidente de este Tribunal. 

Sentado lo anterior, paso a fundar mi cisma con lo propuesto 

por mi colega preopinante. 

Respecto a la primera cuestión, como bien lo apunta mi 

preopinante, es evidente la defectuosa técnica legislativa del mentado art. 18 de la 

ley Nº XI-1149-2024. En especial cuando faculta al propio Juez a tratar y resolver 

la apelación interpuesta. 

Ello no solo es insólito y violatorio del instituto jurídico de la 

apelación, sino que se torna inconstitucional por afectar gravemente, entre otros, 

los derechos de defensa en juicio, debido proceso, juez natural, etc., consagrados 

en nuestras Cartas Magnas Nacional y Provincial. 

Veamos. 

Aunque, se debería presumir conocido por todos los partícipes 

letrados del expediente de marras, considero importante recordar la básica 

definición de apelación: “…Recurso contra determinadas resoluciones judiciales para su 

revisión por un órgano jurisdiccional superior mediante una segunda instancia o 

procedimiento que permite tanto la revisión del derecho como de los hechos mediante la 

proposición y práctica de prueba…” (Ver: Diccionario Panhispánico del español Jurídico). Negritas 

me pertenecen. 

De hecho, nuestro C.P.C. de aplicación supletoria –ante la 

laguna y vacío que se produce como consecuencia de la defectuosa redacción del 

art. 18 mencionado- regula el trámite del recurso de apelación con sus efectos, 

teniendo en cuenta como premisa la definición transcripta precedentemente, que 

no es otra cosa que la imperiosa y legal necesidad de que la ley y la norma se 

adecuen a la Constitución. 

Siguiendo lo expuesto, me veo en la obligación por imperio de 

la primera parte del art. 210 de nuestra Constitución Provincial de declarar de 

oficio la inconstitucionalidad parcial del art. 18 de la ley XI-1149-2024 en su 

párrafo sexto, donde dice: “…el que resolverá en el plazo de TRES (3) días por 

resolución fundada…”. 



Independientemente de ser palmaria la inconstitucionalidad de 

la norma citada, es claro que se afecta y entorpece el trámite del proceso, dado 

que ante una resolución del Juez de grado que rechace o haga lugar a la 

apelación, le quedará a cualquiera de las partes expedita la vía recursiva a este 

Tribunal, también por el derecho constitucional de doble instancia. 

Fundamentado en prieta síntesis, la primer cuestión apuntada 

supra, me adentro al tratamiento de la segunda, esto es la resolución de la 

apelación deducida. 

Desde mi leal saber y entender los agravios en análisis deben 

tener acogida favorable, al efecto hago míos, in totum, los fundamentos del Sr. 

Procurador en su dictamen obrante en IOL 27180794. 

Solo me resta agregar, que el uso de imágenes, dibujos o 

caricaturas de una persona que no es candidato en esta contienda electoral, con 

el fin de obtener una ventaja indebida, constituye un abuso de derecho que no 

tiene sustento –a criterio del suscripto- legal alguno, aunque los partidarios de su 

espacio lo consideren referente. 

Debe aplicarse aquí no solo la buena fe en general sino 

especialmente la buena fe creencia que se constituye cuando el ciudadano elector 

se encuentra frente a la boleta papel para emitir su voto y es aquí que no debe 

existir otra imagen de persona que no sean las fotos de los candidatos en puja. 

Pretender lo contrario, es una maniobra ventajista para 

aprovecharse de una situación no prevista taxativamente en la ley. 

Por ello, SE RESUELVE: 1º) Declarar la inconstitucionalidad 

parcial del art. 18 de la ley XI-1149-2024 y 2º) Hacer lugar al recurso apelación 

deducido. Todo conforme los términos de los considerandos expuestos ut supra.-  

 

Voto del DR. JOSÉ LUIS FLORES, por sus fundamentos. 

1) Que en fecha 27/03/2025 se presentaron los apoderados del 

Frente Electoral “AHORA SAN LUIS”, e interpusieron recurso de apelación en 

contra del punto III) de la parte dispositiva de la sentencia interlocutoria dictada por 

el Juzgado Electoral en fecha 25/03/2025, en cuanto resolvió “APROBAR el 



logotipo, escudo, emblema, distintivo y color que el Frente (Justicialista) ha 

comunicado”.  

Los apelantes manifiestan que se agravian de que en el punto 

III) del interlocutorio en crisis se haya aprobado un logotipo, escudo, emblema o 

distintivo que contiene la “imagen o caricatura” de una persona viva, el ex 

Gobernador, Dr. Alberto José Rodríguez Saá, sin que éste se encuentre entre los 

candidatos, lo que – han afirmado- no está permitido por la ley electoral y además 

contribuye a la confusión del electorado.  

2) Corrido el traslado de ley, compareció a contestar la Alianza 

“Frente Justicialista” en fecha 30/03/2025 quien, por los argumentos que expuso, 

solicitó se rechace la apelación planteada y se confirme el resolutorio en todas sus 

partes.  

3) Que en fecha 01/04/2025 tomó intervención el Procurador 

General como parte esencial en el proceso ante el TEP. El Sr. Procurador General 

se expide a favor del acogimiento del recurso impetrado, señalando los aspectos 

técnicos, jurídicos y jurisprudenciales que así lo convencen de la prosperidad de la 

vía sostenida ante este Tribunal Electoral de la Provincia. 

4) Que, como cuestión preliminar, he de manifestar, mi 

respetuoso y considerado desarrollo de las razones de mi decisión, sin que ello 

me impida de ninguna manera, ponderar los aspectos e ilustración de la decisión 

de mis colegas preopinantes. Por lo que paso a exponer las convicciones y 

razones jurídicas que sustentan mi voto. 

5) En principio y una vez determinada mi participación en estos 

actuados, asumo el estudio de los antecedentes que habilitan la intervención del 

TEP, y determina la matheria decidendum. Es así que coincido con mi colega Dr. 

Horacio Guillermo Zavala Rodríguez, en cuanto a las serias dificultades técnicas 

para su aplicación contenidos en la Ley XI-1149-2024, de reciente dictado y 

novísima implementación. Particularmente el art 18 que es el que sustenta el 

tramite a resolver. De los términos de la presentación surge que el recurso 

articulado es el previsto en la última parte del artículo 18 de la Ley XI-1149-2024, 

por cuanto los recurrentes expresan “venimos en legal tiempo y forma y en los 



términos del último párrafo del art.18 de la Ley Nº XI-1149-2024 a INTERPONER 

RECURSO DE APELACIÓN”. 

6) Mis colegas preopinantes en ilustrada opinión han descripto 

el entuerto y ostensibles defectos en la norma a aplicar por este Tribunal, al haber 

confundido términos “legales” (no judiciales) en los que se ha usado de manera 

asombrosamente confusa el término “apelable” para la resolución judicial que 

dispone sobre la aprobación o no de los símbolos, o signos y/o insignias de las 

opciones políticas en votos y otros elementos impresos en el desarrollo de la 

actividad electoral.  A continuación, la última parte de la norma del art 18 de la ley 

citada, dispone que se podrá apelar en el término de 48 horas y el Juez resolverá 

esa “apelación” en el término de tres días.  

7) La ostensible confusión a la que conduce la errónea y falta 

de técnica jurídica, impone hacer algunas consideraciones en particular. Es que 

los términos jurídicos (repito, no judiciales) “apelable y recurrible” tienen un 

contenido específico y claro que no requiere interpretaciones “judiciales”. La 

apelabilidad de una resolución, hace referencia a la condición que permite someter 

por vía del recurso de apelación (recurso específico e inconfundible con otros 

recursos procesales legales, que se manifiesta como conditio sine qua non para 

ser susceptible de apelación ante una instancia superior revisora, sujeta a 

principios muy concretos y de importante desarrollo en doctrina y jurisprudencia). 

La recurribilidad, como condición de un pronunciamiento 

judicial, es un atributo mucho más amplio que refiere a una generalidad en la que 

encontramos una serie amplísima de decisiones judiciales y administrativas, que 

pueden ser cuestionadas por todas las vías recursivas, incluida como una de ellas 

a la apelación. Esa condición permite la revisión incluso, por el mismo juez de sus 

propias decisiones, en aras de corregir lo que pudieren ser omisiones, errores 

materiales, o eventualmente errores de consideración y enmendables para dar 

claridad a la labor. 

En esta breve y simple referencia se pretende poner a la vista la 

diferencia entre uno y otro concepto que este Tribunal, no puede desconocer ni 

confundir. 



8) Ahora bien, debo decir que, conforme a la división de 

funciones en la estructura republicana de gobierno, que en el caso local se 

refrenda en el Preámbulo y el art. 3 de la Constitución de la Provincia de San Luis, 

no resulta competencia de un poder “enmendar” los errores en la labor de otro de 

los poderes a los fines de concederle a los actos de sus competencias, la 

logicidad, razonabilidad y eficiencia que requiere. 

Cada función del Estado encarnada en cada uno de los 

Poderes, reconoce las funciones y capacidades que la misma Constitución 

organiza bajo el principio republicano de división de poderes. Y para el 

cumplimiento de dicha labor, la Constitución determina las herramientas. Para el 

caso, la Constitución Provincial (arts. 10 y 210) establece como un deber de los 

jueces, el control de la constitucionalidad de las normas y actos, con el propósito 

de hacer prevalecer la supremacía constitucional y la jerarquía de las normas. No 

se trata de un “privilegio” o una “alternativa”, sino de un “deber” de los jueces. 

En ese sentido, debo apartarme de la solución que da al asunto 

el Sr. Presidente del TEP, de la manera más respetuosa. Entiendo que no resulta 

suficiente con interpretar los términos errados y confusos de la ley para poder 

devolverle lo que la norma no tiene, lógica jurídica expresa y efectiva. Y es deber 

de la actividad Jurisdiccional verificar las condiciones intrínsecas de dichas 

normas para resistir el control de su constitucionalidad. Acorde a mi posición, no 

resulta sano para el sistema jurídico, depender de la condescendencia 

interpretativa para mostrar una logicidad constitucional de la que carece. 

Comparto, las observaciones de agudo cuño que hace mi 

colega preopinante, Dr. Horacio Guillermo Zavala Rodríguez, en cuanto a las 

observaciones de los términos contradictorios y oscuros que contiene la norma y 

que alienta cierto dislate interpretativo que aporta un riesgoso panorama en tan 

delicada materia fundamental para la democracia, vista ésta como matriz de vida 

dotada de sentido. 

La norma a aplicar, muestra una deficiencia conceptual que 

ameritaría la revisión legislativa conforme a los procesos legales, por lo menos en 

este aspecto. Y entiendo que no debe el Poder Judicial asumir aquello que le está 



vedado en el sistema republicano, asumir labor legislativa mediante la 

interpretación judicial subsanadora, que siempre podrá ser objeto de críticas 

variadas, en cuanto no puede develarse interpretativamente el “espíritu o razón del 

legislador”, máxime cuando no hay duda del alcance y contenido de ciertos 

términos, sino que es un aparente yerro lógico de la norma. 

Por esto me pronuncio en este aspecto, en el mismo sentido 

que mi colega Dr. Zavala Rodríguez, debiendo declararse la inconstitucionalidad 

parcial del art. 18 de la Ley XI-1149-2024. 

9) En consecuencia de lo dicho, y una vez determinada la 

inaplicabilidad parcial de la norma, (particularmente en cuanto al trámite cuya 

resolución le asigna al mismo juez electoral) por la evidente ausencia de la 

razonabilidad y lógica que debe ser evidente para el análisis del control de su 

constitucionalidad, corresponde asumir la competencia que se le ha reclamado 

indiscutidamente por las partes en el pleito sin haberse cuestionado en ese 

aspecto. Para ello, se constata que esta posición no implica sacrificar ninguna 

potestad o garantía procesal para los intervinientes. 

10) Al apelar la resolución -que aprueba tanto la calidad de los 

candidatos como la sigla, monograma, logotipo, símbolo, etc., de identificación- de 

la Sra. Jueza Electoral en su punto tercero (logo), conforme a la descripción que 

se hizo al inicio de esta resolución (ptos. 1,2,3), los apelantes se agravian de lo 

resuelto en cuanto, al diseño del logotipo, propuesto por la fuerza política apelada, 

“Alianza Frente Justicialista”, sosteniendo que la incorporación de la imagen del 

ciudadano Alberto José Rodríguez Saa, como referente político de dicha Alianza, 

es violatorio de las disposiciones de la ley. Expresa los motivos de su alzamiento 

entre los que señala que la incorporación de dicha imagen conduce a la confusión 

del electorado, alentando la misma en cuanto pueda hacerle pensar al elector que 

está votando a quien no es candidato en la contienda. Que si bien la actual no la 

contiene expresamente, tampoco está dentro de los requisitos expresos y 

alternativas que regulan la materia de la reciente ley. 

A su turno la Apelada, Alianza Frente Justicialista, al contestar, 

resiste esos argumentos, especialmente invocando el principio de que todo lo que 



no está prohibido ("permissum videtur id omne quod non prohibitur"), está 

permitido, en lo que en definitiva ancla las razones para sostener la resolución en 

crisis en ese aspecto. 

Advierto que, conforme al trámite que se prevé, es en esta 

instancia de apelación en la que las partes pueden ingresar a controvertir de 

aquello que ya ha sido decidido por la Justicia electoral, con la sola participación 

del interesado. Ello determina que el control recíproco (tan presente en la 

tramitación de una contienda electoral) se haya dado, recién en esta oportunidad. 

Este sería otro de los aspectos que resultaría saludable que la Legislatura tuviera 

en cuenta ante una reforma que supere inconvenientes de la ley, como el que se 

aparta del art. 18 ya analizado.  

11) Al momento de pronunciarse el Sr. Procurador de la 

Provincia, el mismo ha referido que la LEY Nº XI-1149-2024, dispuso la 

actualización del sistema electoral y en primer lugar artículo 1º.- derogar la LEY Nº 

XI-1086-2022 “ley de lemas”.- Además dispone sustituir el capítulo segundo "de la 

oficialización de las boletas de sufragio" del TÍTULO IV “de la oficialización de 

listas de candidatos y boletas de sufragio” de la LEY N° XI 0345-2004 (5509 *r) - 

texto ordenado LEY Nº XVIII-0712-2010 – LEY Nº XI-0693-2009 - LEY N° XI-0839-

2013 “Ley Electoral Provincial” (modificada por LEY N° XI-1038-2020 “Ley de 

Paridad de Géneros en Ámbitos de Representación Política”), por el siguiente: 

“capítulo segundo de la boleta única papel” 

“ARTÍCULO 18.- Con una anticipación de por lo menos 

CINCUENTA (50) días a la fecha del acto electoral general, los partidos políticos, 

alianzas o frentes deben presentar al Juez Electoral Provincial las listas de los 

candidatos públicamente proclamados para categoría de distrito único y para cada 

uno de los distritos electorales, a efectos de ser incorporados a la Boleta Única 

Papel (BUP) correspondiente a cada distrito electoral. Cada partido político, 

alianza o frente puede inscribir en la Boleta Única Papel (BUP) sólo una lista de 

candidatos para cada categoría de cargo electivo. Ningún candidato podrá figurar 

más de una vez para el mismo cargo en la Boleta Única Papel (BUP). Al momento 

de la inscripción de las listas de candidatos, los partidos, agrupaciones y alianzas 



deben comunicar la sigla, monograma, logotipo, escudo, símbolo, emblema o 

distintivo que lo identificará. De igual modo en tal oportunidad deberán adjuntar, en 

el soporte y formato que se indique por la autoridad competente, la fotografía del o 

los candidatos, según corresponda”. Ese es el contexto normativo en el que debe 

analizarse la cuestión, teniendo en cuenta la necesidad de una interpretación 

acorde con el panorama  de reforma política que ha implicado la nueva legislación 

y los propósitos legales del sistema electoral en su conjunto, cuya máxima 

aspiración es la de ser un vector seguro y confiable de la voluntad del electorado, 

y no un campo en el que se diriman criterios que pudieren ser más o menos 

convenientes para las corrientes y expresiones partidarias que participen. 

Tal como lo ha señalado el Sr. Procurador de la Provincia en su 

vista, el tratamiento del tema y del alcance de las imágenes que pueda o no 

contener la boleta impresa para la votación es una tema recurrente y antiguo en el 

tratamiento judicial electoral. Eso deja absolutamente clara su importancia y 

trascendencia en lo que pudiere significar para el electorado la decisión que se 

asuma, primero por la ley y luego sobre la eventual controversia que sobre ello se 

suscitare. La inclusión de imágenes fotográficas de dirigentes aún con vida es 

antigua, en función de aquella importancia.  

Quienes afirman que la inclusión de la imagen fotográfica o de 

caricatura identificable en determinada persona, como su representación, 

facilitaría la elección de los votantes analfabetos, también deberían admitir que 

esa misma posibilidad se tornaría en la frustración de la voluntad electoral del 

elector “analfabeto” si el mismo es inducido a creer que vota como su preferencia 

a alguien que no es candidato. 

Así se ha dicho en cuestión similar que: “la cultura política 

argentina, incluso de los analfabetos, no necesita de tal presunta facilitación, ya 

que aquéllos han demostrado tener una particular percepción política que les 

permite identificar a los partidos, programas, plataformas electorales y candidatos 

de su preferencia” (Fallo 733/89 CNE). 

12) Analizado el marco legal se advierte con claridad que la Ley 

XI – 1149 – 2024 en consonancia con el Código Electoral Nacional en el 



CAPITULO IV (Capítulo sustituido por art. 2° de la Ley N° 27.781 B.O. 18/10/2024. 

Vigencia: a partir del día siguiente a su publicación en el Boletín Oficial.) respecto 

al Sistema de Boleta Única de Papel para la Emisión del Sufragio regulan la 

posibilidad de utilizar fotografías, pero solo del o los candidatos. Tal como lo 

afirma el Sr. Procurador, la modernización o reforma del sistema de elección en la 

provincia de San Luis, en la que se ha derogado la “Ley de Lemas”, y se ha 

dispuesto la implementación de la Boleta Única Papel, han establecido nuevas 

necesidades y adecuaciones, que justifican razonablemente entender con la lógica 

señalada la necesidad de fotografías de candidatos admitidos, en contrapeso con 

la restricción de referencias fotográficas o representaciones identificables con 

personas que no sean dichos candidatos a fin de evitar confusiones y posibles 

distorsiones sobre la voluntad del electorado. Eso es lo que resulta ponderable por 

sobre toda cuestión como bien jurídico a proteger en el sistema electoral, la 

libertad, la voluntad y la seriedad de la expresión popular en el voto del ciudadano, 

bien supremo de la democracia. 

Es de destacar que las previsiones de las denominaciones: 

sigla, monograma, logotipo, escudo, símbolo, emblema o distintivo y el número de 

identificación de la agrupación política (Código Electoral Nacional) y/o sigla, 

monograma, logotipo, escudo, símbolo, emblema o distintivo que lo identificará 

(Art. 18 Ley XI – 1149 – 2024) no hace alusión alguna a imágenes fotográficas. 

Ello en coherencia con la reforma reciente del sistema electoral, pues se exige la 

imagen, pero de quienes participen en la elección y como candidatos. No de otras 

personalidades cuya venerabilidad local, partidaria o social pudiera ser 

considerable, pero que no son candidatos en el sentido electoral de la condición -

más allá de que pueda entenderse como un reconocimiento por aquellos que así 

lo han pretendido-.  

13) La Cámara Nacional Electoral ha sostenido en reconocida 

jurisprudencia en tema similar y de aplicación que: “Las boletas de candidatos a 

diputados nacionales que contengan fotografías de los mismos y de dirigentes 

partidarios, contraviene doctrina sentada -con carácter de fallo plenario (cf. artículo 

6º de la ley 19.108 y artículo 51 del Código Nacional Electoral)- en cuanto a la 



inclusión de imágenes de dirigentes, líderes políticos o candidatos vivientes en las 

boletas de sufragio. (Fallos CNE 203/85, 733/89 3581/05). Dichos 

pronunciamientos debieran de ser considerados con atención y escrutar sus 

enseñanzas que sin duda contribuirían a una mejor técnica legislativa, que 

ahorraría discusiones sempiternas en el ámbito del derecho electoral. 

En función de lo manifestado, las normas legales invocadas en 

el desarrollo, (Preámbulo, art. 2, 3, 4, 10 y 210 de la Constitución de la Provincia 

de San Luis, art. 18 de la Ley XI – 1149 – 2024) y demás normativa citada. 

Opinión del Sr. Procurador de la Provincia de San Luis SE RESUELVE 1) Declarar 

la inconstitucionalidad parcial e inaplicabilidad en su consecuencia (en cuanto a lo 

referido al trámite de la vía recursiva establecida en él) del art. 18 de la Ley XI – 

1149 – 2024). 2) Aceptada la competencia del TEP para resolver el planteo, 

HACER LUGAR A LA APELACION impetrada en contra del punto III) de la 

resolución  de fecha 25/03/2025 por la que se resolvió: aprobar el logotipo, 

escudo, emblema, distintivo y color que el Frente ha comunicado, en cuanto 

resultara la utilización de una representación en imagen reconocible de persona 

que no resulta de aquellas que son candidatas admitidas en la elección como 

parte integrante de sigla, monograma, logotipo, escudo, símbolo, emblema o 

distintivo que lo identificará en la elección. Correspondiendo su adecuación a lo 

aquí resuelto. 

 

San Luis, ocho de abril de dos mil veinticinco, 

En mérito al resultado obtenido, SE RESUELVE:  

I) Declarar la inconstitucionalidad parcial del art. 18 de la Ley 

XI-1149-2024, en la parte que dice: “…el que resolverá…”.  

II) HACER LUGAR AL RECURSO DE APELACIÓN en contra 

del punto III) de la resolución de fecha 25/03/2025, en cuanto ha sido materia de 

agravio. 

III) BAJEN y READECÚENSE las actuaciones a lo aquí 

resuelto. 

 



REGÍSTRESE, NOTIFÍQUESE y HÁGASE SABER. 

 

La presente actuación se encuentra firmada digitalmente por el Dr. Jorge Alberto Levingston, Dr. Horacio 

Guillermo Zavala Rodríguez, en disidencia, y Dr. José Luis Flores, por sus fundamentos, miembros del 

Tribunal Electoral Provincial. 
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